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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Dictámenes correspondientes a la Trigésima Segunda Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

28 de Junio del año 2016.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes  y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 640 Bis a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, mediante la cual se establece la posibilidad de tramitar la constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de familia, ante Notario Público.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y el Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, con relación a la constitución del patrimonio de familia.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Nadadores, con el fin de que se autorice al Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.) un crédito hasta por la cantidad de $7,400,000.00 (siete millones cuatrocientos mil pesos 00/100 M.N.) más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses,  con el fin de financiar el proyecto nacional de eficiencia energética en alumbrado público municipal. 

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 1,027.011 M2, ubicado en el Fraccionamiento Molinos del Rey de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Gobierno del Estado para ser destinado a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado, con objeto de que se realice la instalación de la Unidad de Investigación y de Atención Integral  para el Nuevo Sistema de Justicia Penal.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos, con motivo de la Proposición con Punto de Acuerdo presentado por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben, con objeto de que este Pleno exhorte a la Comisión de los Derechos Humanos del Estado, a la Comisión de Prevención y Protección de los Periodistas de la Entidad, a la Procuraduría General de Justicia, a la Comisión  Estatal de Seguridad y a las autoridades municipales de policía preventiva, para que de forma coordinada realicen las acciones necesarias para que se implementen los protocolos y medidas de seguridad reconocidos por nuestras leyes nacionales y locales, a fin de garantizar la seguridad personal y la libertad de los periodistas coahuilenses en su diario que hacer.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 640 Bis a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 31 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 640 Bis a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 640 Bis a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Georgina Cano Torralva, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

A lo largo de la historia se han creado diversos mecanismos para proteger a la familia y salvaguardar tanto a éstas como a sus bienes pues los riesgos o adversidades a que están expuestos los miembros de una familia son muy variados y para la protección de su desarrollo se han creado figuras tales como el patrimonio de familia, una institución jurídica creada en la búsqueda del fortalecimiento de la familia mediante la garantía de conservar cierta estabilidad.

Esta institución busca proteger ciertos bienes considerados indispensables para la subsistencia y desarrollo de este grupo, dándoles el carácter de inalienables, inembargables y estar exentos de toda carga pública, otorgando así a las familias la seguridad de que contarán, sin importar las condiciones futuras, de los bienes esenciales pues evita por ejemplo que pueda ser embargado en caso de que no se puedan pagar deudas, que sea mal vendido e incluso en caso de problemas conyugales o divorcio, asegura que los dependientes puedan seguir contando con un Patrimonio que les provea de habitación y cierto bienestar desempeñando así la tarea de brindar la solidez y fortaleza necesaria para el desarrollo de una familia.

En México, nuestra Constitución Política reconoce la figura del patrimonio de familia específicamente en el tercer párrafo de la fracción XVII del artículo 27 y la fracción XXVIII del apartado A  del artículo 123, los cuales señalan que:

“Las leyes locales organizarán el patrimonio de familia, determinando los bienes que deben constituirlo, no podrán sujetarse a gravámenes reales ni embargos, y serán transmisibles a título de herencia con simplificación de las formalidades de los juicios sucesorios”.

Al respecto, nuestra Constitución Estatal establece en su artículo 173 que:

 “La Ley dispondrá la organización del patrimonio familiar, sobre la base de ser inalienable, inembargable y estar exento de toda carga pública”.

Por lo anterior es que en nuestro Estado observa la regulación del patrimonio de familia, anteriormente en el Código Civil y actualmente se incluyó en la nueva Ley para la Familia, no obstante mucha gente no accede a esta figura al no conocer sus beneficios o porque el trámite puede resultar un tanto gravoso y tardado, pues de conformidad con la legislación estatal se tiene que constituir ante la autoridad judicial.

En este sentido, se considera oportuno realizar una modificación a la Ley para la Familia que facilite su trámite a fin de que se cumpla el objetivo de esta figura de proteger a las familias y a los hogares coahuilenses de las necesidades económicas que confrontan.

Por lo anterior se propone para facilitar y agilizar el trámite para las personas interesadas en constituir, aumentar, disminuir o extinguir el patrimonio de familia, que el mismo se pueda llevar a cabo ante Notario Público.

Aunado a lo anterior, otro beneficio de esta modificación sería que los juzgados civiles no estén saturados con trámites que un fedatario público, como lo es el notario, puede llevar a cabo sin mayor problema. 

Asimismo se plantea que la constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de familia se lleve a cabo ante el juzgador cuando exista oposición del Ministerio Público o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, en tal caso el Notario Público suspenderá su actuación y remitirá lo actuado ante su fe, la autoridad judicial competente para que resuelva lo conducente. Esto a efecto de proteger los derechos de las niñas, niños, grupos vulnerables, y demás personas a los que la configuración de esta figura pueda ocasionar algún perjuicio.

Hoy en día debemos de velar por el bienestar de todos los que conformamos la sociedad, con el único fin de procurar el bienestar para las personas de manera individual y familiar sin ningún tipo de restricción legal.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, al analizar en trabajos de Comisión la presente Iniciativa, coincidimos en la esencia de la propuesta, y con el fin de reforzar el propósito principal de la citada reforma, consideramos necesario, reformar los Artículos 613 y 640 de la Ley para la Familia, de igual manera consideramos oportuno realizar adecuaciones al Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en sus Artículos 728, 735 y 755, a fin de que exista una concordancia entre los citados ordenamientos. 

Cabe mencionar que los integrantes de esta Comisión dictaminadora, coincidimos con la importancia de la presente reforma propuesta ya que el patrimonio familiar tiene como objeto principal salvaguardar los bienes de las familias ante adversidades a las que podrían estar expuestos.

A lo largo de los años se han creado instituciones jurídicas con el fin de fortalecer la familia mediante la garantía de conservar cierta estabilidad, se busca proteger ciertos bienes considerados indispensables para la subsistencia y desarrollo de este grupo, dándoles el carácter de inalienables, inembargables y estar exentos de toda carga pública, otorgando así a las familias la seguridad de que contarán con un patrimonio estable, sin importar las condiciones futuras.

Sin embargo y a pesar de los beneficios que se tienen al obtener este patrimonio mucha gente no accede a esta figura al no conocer sus beneficios o porque el trámite puede resultar un tanto gravoso y tardado, pues de conformidad con la legislación estatal se tiene que constituir ante la autoridad judicial.

Por esto resulta oportuno hacer una adecuación que facilite el trámite a fin de que se cumpla con el objetivo de salvaguardar y proteger los bienes de las familias coahuilenses, proponiendo así que el mismo se pueda llevar acabo ante Notario Público.

Con ello otra finalidad de esta modificación es que los juzgados civiles no estén saturados con trámites que un fedatario público, como lo es el notario, puede llevar a cabo sin mayor problema, todo con el único fin de fortalecer el bienestar de toda la sociedad.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO: Se reforman los Artículos 613 y 640 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 613. Para constituir el patrimonio de la familia, el interesado presentará por escrito una solicitud ante la autoridad judicial de su domicilio, manifestando su voluntad para la constitución, designando con toda precisión los bienes que se pretende afectar, a fin de poder acordarse oportunamente la inscripción del patrimonio en el Registro Público, y ofrecerá pruebas sobre los hechos a que se refiere el artículo siguiente.

El Ministerio Público y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia serán oídos en la constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de la familia.

Artículo 640. La constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de la familia voluntario también podrá llevarse a cabo por el interesado ante Notario Público del lugar donde se encuentren los bienes, quien hará constar su intervención en escritura pública cumpliendo con las disposiciones de este capítulo y de la Ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Cuando exista oposición del Ministerio Público o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Notario Público suspenderá su actuación y remitirá lo actuado ante su fe a la autoridad judicial competente para que resuelva lo conducente.

ARTÍCULO SEGUNDO: Se reforman los Artículos 728, 735 y 755 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 728. …
El Ministerio Público y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia serán oídos en la constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de la familia.

Artículo 735. Cuando haya peligro de que un deudor de alimentos pierda sus bienes por mala administración o porque los esté dilapidando, su cónyuge o la persona a que se refiere el párrafo tercero del artículo 714, sus acreedores alimentistas, los representantes de éstos, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia y el Ministerio Público pueden exigir judicialmente que se constituya el patrimonio de la familia, hasta por los valores fijados en el artículo 727.

Artículo 755. La constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de la familia voluntario también podrá llevarse a cabo por el interesado ante Notario Público del lugar donde se encuentren los bienes, quien hará constar su intervención en escritura pública cumpliendo con las disposiciones de este capítulo y de la Ley del Notariado para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Cuando exista oposición del Ministerio Público o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Notario Público suspenderá su actuación y remitirá lo actuado ante su fe a la autoridad judicial competente para que resuelva lo conducente.

T R A N S I T O R I O S.

ÚNICO: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de junio de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y el Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y el Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y el Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Hoy en día la familia y los hogares han evolucionado, esto significa que no siguen los patrones clásicos. Los hogares en México han sufrido cambios importantes en los últimos años, por todos los factores que en ellos inciden, demográficos, geográficos, religiosos, sociológicos, por citar algunos. Por lo que el legislador estatal, para cumplir con lo ordenado por la constitución, que le indica regular y proteger lo relativo a la organización y desarrollo de la familia, debe considerar todos esos aspectos para garantizar la protección y desarrollo de las actuales familias.

La composición de los hogares ha sufrido grandes modificaciones, especialmente en los países más desarrollados, donde han disminuido en tamaño y número de integrantes, aumentando la cantidad de personas que viven solas.

Tradicionalmente hogar es el conjunto de personas que pueden ser o no familiares, que comparten la misma vivienda y se sostienen de un gasto común, sin embargo en la actualidad una persona que vive sola también constituye un hogar, dichas personas conforman los denominados “hogares unipersonales”.
Los procesos de individualización propios de la modernidad, han dado origen a los multicitados hogares unipersonales, que por lo general son personas solteras, viudas, divorciadas o separadas que optan por vivir solas, sin embargo constituyen una unidad social de consumo y de aporte a la convivencia ciudadana. Estos hogares son resultado del incremento en la expectativa de vida y de la mayor independencia de las personas, otras causas están relacionadas con el aumento de la tasa de divorcios, la mayor edad a la que la gente decide convivir con su pareja y la creciente cantidad de personas que decide vivir sola de manera permanente.

Entre las características que enmarcan estos nuevos hogares unipersonales se encuentran la independencia económica, la autosuficiencia, el poder de decisión y la formación de un patrimonio personal.

En México, actualmente habitan alrededor de 20 millones de solteros (INEGI), cifra que aumentó del 2000 al 2010 en un 97% entre las edades de 20 a 47 años. Asimismo, el censo de 2010 reveló que 9% del total de los hogares son unipersonales.

Además, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) para la Encuesta Intercensal 2015, clasificó los hogares en familiares y no familiares. Entendiéndose por hogar familiar aquel en el que al menos uno de los integrantes tiene parentesco con el jefe o jefa del hogar y a su vez se divide en hogar nuclear, ampliado y compuesto. Un hogar no familiar es en donde ninguno de los integrantes tiene parentesco con el jefe o jefa del hogar y se divide en hogar unipersonal y corresidente. Los resultados de dicha encuesta fueron:

En México, de cada 100 hogares familiares:

· 70 son nucleares, formados por el papá, la mamá y los hijos o sólo la mamá o el papá con hijos; una pareja que vive junta y no tiene hijos también constituye un hogar nuclear.

· 28 son ampliados y están formados por un hogar nuclear más otros parientes (tíos, primos, hermanos, suegros, etcétera).

· 1 es compuesto, constituido por un hogar nuclear o ampliado, más personas sin parentesco con el jefe del hogar.

* En total suman 99 debido a que el 1 restante corresponde a los no especificados.

Y de cada 100 hogares no familiares:

· 93 son unipersonales, integrados por una sola persona.

· 7 es corresidente y está formado por dos o más personas sin relaciones de parentesco

De las cifras anteriores se advierte lo habitual que son los hogares unipersonales y estos por lo tanto tienen un peso cada vez más significativo en la comunidad, por ello resulta necesario que sean protegidos con independencia de si el hogar con esta modalidad se formó por convicción o si diversas circunstancias fueron las que le dieron origen. Sin embargo a pesar de que son cada vez más comunes, hoy en día las personas que viven solas pueden verse prescindidas de ciertos derechos, propios a su organización, claro ejemplo es la constitución de un patrimonio de familia y la protección a sus bienes en virtud de éste.

En este contexto, actualmente el patrimonio de familia únicamente lo pueden constituir las familias, entendiéndose por estas a las personas que se encuentran unidas por lazos de solidaridad, respeto, ayuda mutua y afectividad libremente aceptados con la finalidad de llevar una comunidad de vida, contribuyendo a la satisfacción de las necesidades de subsistencia de sus integrantes. En virtud de la constitución del patrimonio de familia, los bienes que lo conforman son inalienables y no estarán sujetos a embargo ni a gravamen alguno. De este modo se exceptúan de esta prerrogativa a aquellas personas que viven solas y forman un hogar unipersonal.

Empero cabe mencionar que para el Estado de Coahuila es prioritario brindar protección a todas las personas evitando todo tipo de exclusión, es por ello que con esta iniciativa se propone que las personas que formen hogares unipersonales, tengan oportunidad de constituir patrimonio familiar, a fin de que en razón de este reciban una protección y sus bienes puedan ser inalienables e inembargables.

Asimismo, esta iniciativa pretende otorgar mayor protección a los adultos mayores de 60 años puesto que a nivel internacional y nacional el incremento de la expectativa de vida es un fenómeno que adquiere cada vez más relevancia. En México, la esperanza de vida ha aumentado considerablemente, en 1930 las personas vivían en promedio 34 años, en 1970 este indicador se ubicó en 61 años, en el 2000 fue de 74 años, mientras que en el 2014 aumento a casi 75 años.

Si bien el envejecimiento y la nueva esperanza de vida, representa el éxito de las acciones y medidas que las autoridades han tomado y las cuales surgieron de la necesidad de garantizar el derecho de las personas a gozar de una vida larga y saludable, los retos que plantea éste fenómeno son de gran magnitud.

Por consiguiente, aunque una esperanza de vida alta es signo de que México es un país con un buen desarrollo, también es cierto que tenemos que ir adaptándonos a este incremento por lo que resulta imperante implementar nuevas y mejores políticas públicas para proteger y garantizar una mejor calidad de vida a los adultos mayores a fin de ayudarlos a afrontar las problemáticas que sufren.

Este grupo vulnerable enfrenta diversos problemas de salud, pobreza, desempleo, baja cobertura en pensiones y en protección social, entre otros. En relación a lo antepuesto, se concluye que las causas principales de esta problemática son:

1. La insuficiencia de ingresos; y 

2. La falta de protección social. 

En ese mismo sentido, y derivado de las citadas causas, se originan las siguientes consecuencias: 

1. El deterioro y la disminución de sus activos debido a los gastos inesperados;

2. El aceleramiento del deterioro natural y la baja calidad de vida;

3. La exclusión social; y 

4. La mayor dependencia de terceros. 

Por otro lado, la oferta laboral ha ido encaminada más hacia los jóvenes, provocando que los adultos mayores no cuenten con un ingreso permanente, lo que ocasiona que exista un mayor grado de dependencia de sus familiares, amigos, comunidad o instituciones públicas.

Cabe destacar que si bien la obligación de recibir alimentos es recíproca, ya que el que los da a su vez tiene derecho de pedirlos; es muy común ver a personas adultas mayores abandonadas por sus familias, condenándolos a vivir en condiciones precarias. Aunado a lo esto, el despojo de los bienes es una de las afectaciones más frecuentes que sufren las personas mayores, convirtiéndose en una práctica común y que en ocasiones es realizado hasta por su propia familia.

En este sentido, nuestra Constitución Estatal, en su artículo 173, señala que:

“…Los ancianos tienen derecho al respeto y consideración de sus semejantes. En caso de desamparo, el Estado promoverá su bienestar mediante un sistema de servicios sociales en específicos de salud, alimentación, vivienda y recreación”. 

En un país cuya población envejece aceleradamente, nuestra intención es ir creando en el Estado, condiciones dignas para mejorar su calidad de vida, dejando tranquilos a miles de coahuilenses que superan los 60 años de edad, en este orden de ideas esta reforma propone que quede exceptuada de embargo la casa habitación en la que residan las personas adultas mayores de esa edad, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos: El valor de la vivienda no exceda del equivalente al valor diario vigente de veinticinco unidades de medida y actualización, elevado al año; y que únicamente sea propietario de ese inmueble.
Esta iniciativa tiene entre sus objetivos principales proteger los bienes de los adultos mayores e impedir que el fruto del trabajo de toda una vida pueda verse en peligro por deudas propias o ajenas, situaciones frecuentes de las cuales debemos resguardarlos. Cabe señalar que esto está lejos de buscar impunidad por parte de los adultos mayores en el cumplimiento de sus obligaciones, sino que busca asegurar el techo de quienes ya han dado una vida al servicio de la sociedad. 

Adicionalmente, y de conformidad con el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que es en las leyes locales donde se organizará lo relativo al patrimonio de familia determinando los bienes que deben constituirlo, se plantea otra modificación a fin de otorgar una mayor protección a las familias y hogares coahuilenses, así como a sus bienes.

Dicho cambio consiste en no establecer valor en el patrimonio de familia, respecto del menaje de la vivienda destinada a la habitación de la familia, o en su caso, de la persona que constituya un hogar unipersonal, asimismo se protege aún más el equipo y herramienta de la industria que le sirva de sustento económico, lo anterior toda vez que al salvaguardar estos bienes se garantiza a las personas una estabilidad económica, y les permite afrontar crisis y demás dificultades que se presenten en la vida diaria.

Así mismo y en virtud de la reforma constitucional publicada el 27 de enero de 2016, relativa a la desvinculación del salario mínimo como unidad de medida para multas, sanciones y demás montos de referencia, el valor de dicho patrimonio se calculará ahora en unidades de medida y actualización vigentes.

Cabe señalar que estas modificaciones propuestas al patrimonio de familia deben ser introducidas no solo en la Ley para la Familia, sino también en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza a excepción de la relativa a los hogares unipersonales, dado que, en los transitorios que establecen la forma en que operará la entrada en vigor de dicha ley, se prevé que sea en forma gradual conforme lo determine el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, por lo cual, habrá lugares del territorio del estado en los que no serían aplicables las reformas propuestas en la presente iniciativa si solo se realizaren en la Ley para la Familia.

En consecuencia, siendo primordial que todos los coahuilenses en cualquier parte del territorio del estado, gocen y puedan ejercer la protección del patrimonio de familia conforme a las modificaciones propuestas en la presente iniciativa, es necesario que se incluyan en esta, las reformas relativas en los artículos correspondientes del Código Civil.

Es importante señalar que los artículos del Código Civil incluidos en la presente iniciativa deberán quedar derogados al entrar en vigor la Ley para la Familia, e inclusive, no tendrán vigencia en aquellos lugares en que esta ley ya se encuentre vigente, esto a fin de que exista certeza jurídica de la disposición que será aplicable, por lo cual en el artículo transitorio relativo a la entrada en vigor de dichas disposiciones, se precisa que su vigencia operará solo en los distritos judiciales en los que no haya entrado en vigor la Ley para la Familia y además, que serán derogados conforme inicie la vigencia de la citada ley de acuerdo al esquema gradual para su aplicación. 

Por último, se prevé que los bienes adquiridos por herencia, legado, donación y don de la fortuna no formen parte de la sociedad conyugal y pertenezcan de manera exclusiva al cónyuge que los adquiera, por lo tanto, no podrán ser objeto de capitulaciones matrimoniales. Lo anterior con el fin de respetar el deseo del testador o donador de dejar en propiedad del heredero, legatario o donatario, los bienes producto de su esfuerzo y trabajo, y asimismo evitar conflictos entre las parejas por los bienes obtenidos por don de fortuna.

TERCERO.- La familia, al igual que la sociedad han venido y vienen experimentando un desarrollo en su historia como consecuencia de su proceso evolutivo, cuyo desarrollo natural se debe a una serie de factores sociales, económicos, culturales, etc., condicionados por la sociedad y sus instituciones; existiendo actualmente diversidad de formas de familia, en cuanto a su composición y estructura, requiriendo por tanto, la adecuación de ordenamientos de nuestro Estado, que coadyuven a su protección integral.

Como bien se señala en la exposición de motivos, actualmente un hogar ya no solo es el que se conoce tradicionalmente, compuesto por un conjunto de personas, que comparten la misma vivienda y se sostienen de un gasto común, sino que también están los hogares conformados por una persona que vive sola, y se les denomina “hogares unipersonales”, cuyas personas encuentran la independencia económica, la autosuficiencia, el poder de decisión y la formación de un patrimonio personal.

Es por lo anterior, que los integrantes de esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, consideramos que la presente Iniciativa, que plantea reformar diversas disposiciones a distintos ordenamientos del Estado, que actualmente pueden ser excluyentes y hasta discriminatorios para esas personas que viven en un hogar unipersonal, tiene el propósito de que al quedar incorporadas estas adecuaciones en nuestra legislación, exista la la certeza de que también se les brindará la protección de su patrimonio familiar, a fin de que en razón de este reciban una protección y sus bienes puedan ser inalienables e inembargables.

Asimismo, los integrantes de esta Comisión dictaminadora, coincidimos en que otro grupo vulnerable y que requiere de condiciones dignas para su calidad de vida, son los adultos mayores de 60 años, por lo cual consideramos que la propuesta daría protección de sus bienes e impediría poner en riesgo los frutos del trabajo de toda una vida, por deudas propias o ajenas.

Es por todo lo anterior, que estamos convencidos, que es necesario contribuir en los procesos de nuestra sociedad cambiante, con acciones positivas y necesarias, que inspiren a la no exclusión de los sectores vulnerables.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

PRIMERO. Se reforma el primer párrafo del artículo 600, el segundo párrafo del artículo 611, el artículo 612, la fracción III del artículo 614, las fracciones I y II del artículo 632; se adiciona el último párrafo al artículo 174, un tercer párrafo al artículo 599 y un segundo párrafo al artículo 605, de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 174. ...

...

Los bienes adquiridos por herencia, legado, donación y don de la fortuna no formarán parte de la sociedad conyugal y pertenecerán de manera exclusiva al cónyuge que los adquiera, por lo tanto, toda convención en contra de este principio se tendrá por no puesta.

Artículo 599. ...

...

También podrán constituir patrimonio familiar las personas que conformen un hogar unipersonal, entendiéndose por estos los integrados por una sola persona, en cuyo caso los beneficios serán para quien lo constituye siendo aplicables las disposiciones de este capítulo en lo conducente.

Artículo 600. El patrimonio de la familia está compuesto por todos aquellos bienes constituidos para la satisfacción de las necesidades mínimas de subsistencia y desarrollo de los miembros del núcleo familiar, o en su caso, de la persona que constituya un hogar unipersonal, en los términos de esta ley.

…

Artículo 605. …

Tratándose de patrimonio de familia constituido por persona que conforma un hogar unipersonal, en caso de muerte del constituyente se extingue dicho patrimonio, sin perjuicio de los derechos que tengan sus acreedores alimentarios sobre los bienes.

Artículo 611. ...

Por cada familia o persona que constituya un hogar unipersonal, sólo puede constituirse un patrimonio de la clase reglamentada en este capítulo, y serán inexistentes los que se constituyan subsistiendo el primero.

Artículo 612. Son objeto del patrimonio de familia:

I. La casa habitación de la familia, o en su caso, de la persona que constituya un hogar unipersonal.

II. El menaje de la vivienda a que se refiere la fracción anterior.
III. El vehículo destinado para uso y beneficio de la familia, o en su caso, de la persona que constituya un hogar unipersonal.

IV. Los libros, biblioteca, escritorios, útiles, instrumentos computacionales y demás equipo y herramienta de la industria que le sirva de sustento económico, con un valor diario de hasta tres mil unidades de medida y actualización.
Artículo 614. …

I. y II. … 

III. La existencia de la familia a cuyo favor se va a constituir el patrimonio y que es miembro de la misma, o que se trate de persona que conforma un hogar unipersonal a que se refiere el artículo 599. 

IV. a VI. …

Artículo 632. …

I. Cuando todos los beneficiarios cesen de tener derecho de percibir alimentos, salvo que se trate de persona que conforme un hogar unipersonal a que se refiere el artículo 599. 

II. Cuando sin causa justificada, la familia o la persona que constituya un hogar unipersonal deje de habitar, por un año, la casa que debe servirle de morada, o de cultivar por su cuenta y por dos años consecutivos, la parcela que forma parte de ese patrimonio.

III. a V. …

SEGUNDO. Se reforma la fracción II del artículo 247; se adiciona el último párrafo al artículo 246, del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 246. …

 …

También podrán constituirlo las personas que conformen un hogar unipersonal, en los términos de la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 247. ... 

…

I. …

II. Ser miembro de la familia a cuyo favor se constituirá el patrimonio, salvo el caso del tutor o tutriz y de las personas que conformen  un hogar unipersonal.

III. a VI. …

TERCERO. Se reforma el segundo párrafo del artículo 715 y 727 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 715. …

Son susceptibles de constituir el patrimonio de la familia los bienes inmuebles, y muebles a que refiere el artículo 727 de este ordenamiento.

ARTÍCULO 727. Son objeto del patrimonio de familia:

I. La casa, cualquiera que sea su valor, siempre que se trate de un inmueble destinado a la habitación de la familia.

II. El menaje de la vivienda a que se refiere la fracción anterior.
III. El vehículo destinado para uso y beneficio de la familia.

IV. Los libros, biblioteca, escritorios, útiles, instrumentos computacionales y demás equipo y herramienta de la industria que le sirva de sustento económico, con un valor de hasta tres mil salarios mínimos general diario vigente en el Estado.

El valor de los bienes afectados al patrimonio de la familia, será el del lugar donde se encuentren los bienes en que se constituya el patrimonio. 

El incremento que sobrevenga respecto al valor de los mismos, originado por cualquier causa, no los sustrae del régimen que los salvaguarda, por lo que tal incremento o excedente, tampoco será embargable; pero el valor original o su incremento, sí podrán disminuirse para encuadrarse dentro de los límites establecidos en las fracciones anteriores.

CUARTO. Se reforma el primer párrafo de la fracción II del artículo 942; se adiciona un segundo párrafo a la fracción II del artículo 942, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 942. ...
...

I. …

II. La casa en la que se establezca el hogar conyugal, siempre que su valor según avalúo catastral no exceda del equivalente al valor diario vigente de veinticinco unidades de medida y actualización, elevado al año.

Asimismo, la casa en la que habiten las personas adultas mayores de sesenta años de edad, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos:

A)  Que el valor de la vivienda no exceda del equivalente al valor diario vigente de veinticinco unidades de medida y actualización vigentes, elevado al año; y

B)  Que únicamente sea propietario de ese inmueble.

III. a XXIII. …

…

…

…

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. En los distritos judiciales en los cuales no haya iniciado su vigencia la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la vigencia de las disposiciones de la presente reforma relativas a estos ordenamientos, entrarán en vigor conforme a la gradualidad determinada por el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado prevista en los artículos primero y segundo transitorios del decreto 477 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el día 10 de junio de 2016.

TERCERO. Las reformas del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza contenidas en el presente decreto entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en los distritos judiciales o municipios en los que no haya iniciado su vigencia la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza. 

Una vez que entre en vigor la Ley para la Familia conforme al primero y segundo transitorios del decreto 477, quedarán derogados los artículos del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza incluidos en el presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de junio de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Nadadores, con el fin de que se autorice al Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,400,000.00 (Siete Millones Cuatrocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que le fue turnada a esta Comisión de Finanzas, por el Pleno del Congreso de fecha  29 de octubre de 2015, una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Nadadores, con el fin de que se autorice al Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,400,000.00 (Siete Millones Cuatrocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente del Pleno del Congreso, se turnó dicha Iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto por los Artículos 67 fracción XIV y 158-U fracción V, numeral 5, de la Constitución Política del Estado, así como el Artículo 102 fracción V numeral 5 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, corresponde al Congreso Local, autorizar los conceptos y los montos por los cuales las entidades municipales, podrán contraer obligaciones y empréstitos. Asimismo, que los Ayuntamientos tendrán la obligación de enviar al Congreso del Estado para su estudio y aprobación, los proyectos de contratación de créditos que afecten los ingresos de la administración municipal.

SEGUNDO. Que según lo dispuesto en el Artículo 12 fracción I  y demás aplicables de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, corresponde al Congreso del Estado analizar y en su caso, autorizar anualmente en la Ley de Ingresos del Estado y en las Leyes de Ingresos Municipales, los montos y conceptos de endeudamiento, directo y contingente, que sean necesarios para el financiamiento de las entidades durante el ejercicio fiscal correspondiente, en términos de lo dispuesto por el Artículo 117 fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

TERCERO. Que de conformidad con las disposiciones que anteceden, el Ayuntamiento del Municipio de Nadadores, presento certificación del acta de cabildo aprobada por unanimidad con fecha 2 de mayo de 2016, en donde se autoriza para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,400,000.00 (Siete Millones Cuatrocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal.

CUARTO. Que en la Ley de Ingresos del Municipio de Nadadores para el año 2016, en el Artículo 53, se establece que quedan comprendidos dentro de la clasificación de ingresos extraordinarios, aquéllos cuya percepción se decrete excepcionalmente por el Congreso del Estado, para proveer el pago de gastos por inversiones extraordinarias o especiales del Municipio.

ARTÍCULO 53.- …

Conforme a lo dispuesto en los artículos 12, fracción I, y 23 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se establece un monto de endeudamiento para el ejercicio fiscal del año 2015, por la cantidad de $8,500,000.00 (OCHO MILLONES QUINTIENTOS MIL PESOS 00/100 Moneda Nacional), más intereses y accesorios financieros correspondientes, con objeto de participar en el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en el Alumbrado Público Municipal. Esto no implica la autorización del endeudamiento, para ello deberán dar cumplimiento al artículo 24 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. “Artículo 24.- La autorización de montos y conceptos de endeudamiento en las partidas correspondientes de la Ley de Ingresos del Estado y en las Leyes de Ingresos de los Municipios, no autoriza por sí misma al Poder Ejecutivo del Estado, a los ayuntamientos, ni a las entidades de la administración pública paraestatal o paramunicipal, para la contratación de los créditos o empréstitos cuyos montos y conceptos se encuentren amparados bajo tales partidas, sino que, para que éstos puedan obtener dichos financiamientos deberán presentar y gestionar ante el Congreso, las solicitudes de autorización de endeudamiento correspondientes de acuerdo con lo previsto en el Capítulo Cuarto de esta Ley.
Para la contratación de créditos o empréstitos al amparo del monto de endeudamiento establecidos en el párrafo anterior, además de que no se contará con el aval o garantía del Estado, deberá observarse lo dispuesto en los artículos 4, primer párrafo, 5, 12, fracción I, 24, primer párrafo, 25, 28, 30, 35, 36, 40, 42 y 92 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

QUINTO. Que para apoyar su solicitud, el Ayuntamiento del Municipio de Nadadores, presentó un expediente conteniendo la información y documentación necesaria para acreditar los requisitos que se establecen en la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y en otros ordenamientos, a efecto de que se pudiera tramitar y autorizar las operaciones a que se refiere su planteamiento.
SEXTO. Que la Secretaria de Finanzas emitió mediante oficio N°. SEFIN/SSIC/095/2016, que el Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, no requiere la comparecencia del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza como Deudor Solidario ya que de acuerdo a la información financiera correspondiente, cuenta con la capacidad y con las garantías suficientes de pago para cubrir el crédito en el plazo establecido de 120 meses, lo cual deberá ser conforme a las disposiciones establecidas en el Capítulo Sexto y Noveno de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás ordenamientos aplicables.

SÉPTIMO. Que el citado oficio, también se señala que el Municipio, por medio del Presidente Municipal, Tesorero del Ayuntamiento y demás funcionarios facultados para ello, deben analizar con la institución financiera,  los mecanismos de pago de los compromisos crediticios que en su caso se adquieren, otorgando como garantía de pago la afectación de las participaciones presentes y futuras que en ingresos federales le corresponde.

OCTAVO.  Que en virtud de lo expuesto y en atención a lo que dispone el artículo 59 fracción IV de la Constitución Política del Estado, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, para que contrate con BANOBRAS (Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C.), un crédito hasta por la cantidad de $7,400,000.00 (Siete Millones Cuatrocientos Mil Pesos 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, a un plazo máximo de 120 meses, con el fin de financiar el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público Municipal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Presidente Municipal, Tesorero del Ayuntamiento y demás funcionarios facultados para ello, para que concurran  a la suscripción del contrato de las presentes operaciones, que en este  decreto se pactan, así, como  el mecanismo de pago de los compromisos crediticios que en su caso se adquieren, otorgando como garantía de pago la afectación de las participaciones presentes y futuras que le corresponden al Municipio de Nadadores, Coahuila de Zaragoza, previniendo las mejores condiciones que se estimen para el municipio.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 16 de junio de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 1,027.011 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Molinos del Rey” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Gobierno del Estado para ser destinado a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado, con objeto de que se realice la instalación de la Unidad de Investigación y de Atención Integral para el Nuevo Sistema de Justicia Penal.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 19 de enero de 2016, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, para que se autorice a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 1,027.011 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Molinos del Rey” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Gobierno del Estado para ser destinado a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado, con objeto de que se realice la instalación de la Unidad de Investigación y de Atención Integral para el Nuevo Sistema de Justicia Penal.

SEGUNDO. Que por acuerdo de la Diputación Permanente del Congreso, se turnó dicha iniciativa a esta Comisión de Finanzas, para su estudio, dictamen; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, numeral 10 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que de conformidad con el Artículo 304 y el segundo párrafo del Artículo 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables, así como el Artículo 302 que dispone ” Ninguna enajenación, ni concesión de uso o usufructo de bienes inmuebles del Municipio, podrán hacerse a los miembros y servidores públicos del ayuntamiento, ni a sus parientes en línea recta sin limitación de grado, colaterales hasta el cuarto grado y afines hasta el segundo”.
TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que el Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, según consta en la certificación del acta de Cabildo número 138 de fecha 30 de junio de 2015, se aprobó por unanimidad de los presentes del Cabildo, desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 1,200.00 M2., cuyas dimensiones reales después de haber realizado el levantamiento topográfico correspondiente, es de 1,027.011 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Molinos del Rey” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado.
El inmueble antes mencionado se identifica como lote 4 de la manzana 9, ubicado en el Fraccionamiento “Molinos del Rey” de esa ciudad, con una superficie de 1,027.11 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Noreste:

mide 40.00 metros y colinda con lote 3 de la misma manzana.

Al Sureste: 

mide 30.00 metros y colinda con la Autopista Monterrey-Saltillo.

Al Suroeste:

mide 40.00 metros y colinda con lote 5.

Al Noroeste:
mide 30.00 metros y colinda con calle sin nombre.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 6889, Libro 22-B, Sección I, de fecha 13 de agosto de 1984.

QUINTO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la instalación de la Unidad de Investigación y de Atención Integral para el Nuevo Sistema de Justicia Penal.  En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta Comisión de Finanzas, somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila de Zaragoza, a desincorporar del dominio público municipal, un bien inmueble con una superficie de 1,027.011 M2., ubicado en el Fraccionamiento “Molinos del Rey” de esa ciudad, con el fin de enajenar a título gratuito a favor del Gobierno del Estado, para ser destinado a la Procuraduría General de Justicia del Gobierno del Estado.
El inmueble antes mencionado se identifica como lote 4 de la manzana 9, ubicado en el Fraccionamiento “Molinos del Rey” de esa ciudad, con una superficie de 1,027.11 M2., y cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Noreste:

mide 40.00 metros y colinda con lote 3 de la misma manzana.

Al Sureste: 

mide 30.00 metros y colinda con la Autopista Monterrey-Saltillo.

Al Suroeste:

mide 40.00 metros y colinda con lote 5.

Al Noroeste:
mide 30.00 metros y colinda con calle sin nombre.

Dicho inmueble se encuentra inscrito a favor del R. Ayuntamiento de Ramos Arizpe, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Saltillo del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 6889, Libro 22-B, Sección I, de fecha 13 de agosto de 1984.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se realice la instalación de la Unidad de Investigación y de Atención Integral para el Nuevo Sistema de Justicia Penal.  En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. Para que el Municipio pueda disponer de este bien inmueble, y cumplir con lo que se dispone en el Artículo que antecede, el Ayuntamiento, conforme a lo que señalan los Artículos 302, 304 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 16 de Junio de 2016.
POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 
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D I C T A M E N

La Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, emite el presente dictamen con motivo de la Proposición con Punto de Acuerdo que presentada por la diputada Lariza Montiel Luis en conjunto con los diputados del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional, con objeto de que el Pleno de esta Legislatura exhorte a la Comisión de los Derechos Humanos del Estado, a la Comisión de Prevención y Protección de los Periodistas de la entidad, a la Procuraduría General de Justicia, a la Comisión Estatal de Seguridad, y a las autoridades municipales de policía preventiva, para que de forma coordinada realicen las acciones necesarias para que se implementen  los  protocolos y medidas de seguridad reconocidos por nuestras leyes nacionales y locales, a fin de garantizar la seguridad personal y la libertad de los periodistas  coahuilenses en su diario que hacer; y,  
R E S U L T A N D O


PRIMERO.  En sesión celebrada en fecha diez de mayo del año en curso el Pleno del Congreso acordó turnar la Proposición con Punto de Acuerdo que nos ocupa, a esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos. 

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO. Con fundamento en los artículos 104 y 116 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano del Estado de Coahuila de Zaragoza, esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos es competente para emitir el presente dictamen.


SEGUNDO. La Proposición con Punto de Acuerdo que presentada por la diputada Lariza Montiel Luis en conjunto con los diputados del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional, se sustenta en esencia, en las siguientes consideraciones: 


“Presentamos  en esta Tribuna el caso de Eduardo “Guayo” 
Valenzuela, quien fue agredido por policías municipales de 
Torreón, Coahuila. 


En fecha más reciente, hemos conocido del caso del reportero 
de la estación de radio La Rancherita del Aire, Sergio 
Hernández, al momento que tomaba nota del choque de dos 
patrullas de la Dirección de Seguridad Pública Municipal, el 
periodista fue esposado y privado de su libertad durante 40 
minutos por grabar a los agentes responsables del choque, 
para posteriormente ser liberado sin explicación alguna, más 
que un simple “usted disculpe”.


La historia parece volverse de a poco una costumbre, es decir, 
ver el trabajo de los periodistas como un “peligro” que debe 
ser combatido y reprimido por las autoridades, en 
contravención 
a tratados internacionales y leyes nacionales y locales.


La libertad de prensa, la libertad de informar y dar cuenta de 
hechos públicos es un derecho de todo periodista; como lo es 
el derecho a poder ejercer libremente y con seguridad su 
quehacer profesional.


La Ley Para la Protección de Las y Los Periodistas para el Estado 
de Coahuila de Zaragoza, establece, entre otras cosas, lo que se 
lee:


Artículo 2.- Para los efectos de esta Ley se entiende por:  


Agresión: daño a la integridad física, psicológica, amenazas, 
hostigamiento o intimidación que por el ejercicio de su actividad y la 
libertad de expresión, sufran las y los periodistas en el Estado de 
Coahuila.  


Medidas de Protección: conjunto de acciones y medios para 
resguardar, de manera inmediata, la vida, la integridad y la libertad 
del beneficiario. 


Comisión: Comisión de Prevención y Protección de los Periodistas 
en el Estado de Coahuila.   


Artículo 3.- Corresponde a Gobierno del Estado, vigilar la 
aplicación y el cumplimiento de la presente ley, así como coordinar 
las Medidas de Prevención y de Protección que contribuyan a 
garantizar la vida, la integridad y la seguridad de los periodistas.  


De la Comisión 


Artículo 5.- La Comisión de Prevención y Protección de los 
Periodistas en el Estado de Coahuila, es el órgano encargado de 
determinar, decretar, evaluar, suspender y, en su caso, modificar 
las Medidas de Prevención y de Protección a los beneficiarios.  


Artículo 12.- Por agresiones se entenderá cualquier acción u 
omisión que dañe la integridad física, psicológica, moral, 
económica y/o sexual, cuando ésta se cometa en perjuicio de:  


I.-  Persona dedicada al Periodismo.  


II.- Cónyuge, concubina, concubino o compañeros civiles, ascendientes o descendientes sin limitación de grado, dependientes económicos de los periodistas.  


III.- Los bienes o productos de los periodistas o de las personas descritas en la fracción anterior.  


IV.- Los demás que determine la Ley.  


Artículo 13.- La Unidad Auxiliar recibirá las solicitudes por parte de los beneficiarios, cuando éstos declaren que la vida, la integridad 
física de las y los periodistas o la de los señalados en el artículo anterior, se encuentran en peligro inminente, y se procederá: 


I.- En un plazo no mayor a tres horas contadas a partir de recibida la solicitud, emitir las Medidas Urgentes de Protección.   


II.-  Implementar de manera inmediata en un plazo no mayor a ocho horas las Medidas Urgentes de Protección. 


III.- Informar a la brevedad posible a la Comisión del caso concreto y de las Medidas de Protección implementadas, para su inmediata ratificación la cual no podrá exceder de un término de 48 horas.


Desde luego todos hemos sabidos de otras agresiones a medios 
de comunicación y periodistas de forma individual, algunos de los 
cuales han solicitado la protección de los organismos de derechos 
humanos locales y nacionales.


Las preguntas que ahora nos hacemos son: ¿De qué forma en 
Coahuila se está garantizando la libertad de expresión y el trabajo 
de los periodistas, con cuáles medidas, con cuáles protocolos? La 
política de seguridad para los periodistas no es y no puede ser el 
mero acto de corregir, de despedir a los agentes que agredieron al 
reportero de la Rancherita del Aire y ya. No puede basarse en la 
promesa de que “no volverá a suceder”; deben existir políticas 
públicas preventivas, integrales y sistemas de alerta que activen la 
fuerza del estado a favor de los informadores, no en su perjuicio 
como parece suceder.


Queremos saber, por ejemplo: qué está haciendo La Comisión de 
Prevención y Protección de los Periodistas en el Estado de 
Coahuila. ¿Cuáles son esa políticas públicas que establece la ley 
antes mencionada, cuántas veces se han dictado medidas de 
protección a favor de periodistas coahuilenses? 


La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece en 
el artículo 19, lo que se lee:


“….Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de 
expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de 
sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y 
el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de 
expresión.


Es hora de abordar este tema con seriedad y urgencia y 
terminar con elefantes blancos y promesas que no se cumplen 
en lo referente al derecho de libertad de expresión y de 
información, y garantía de la integridad de los informadores.”


Así mismo, la Diputada Luego, Lariza Montiel Luis en la sesión celebrada en fecha diez de mayo del presente año expuso en Tribuna lo siguiente:

“Hace unos meses se presentó en esta tribuna el caso de Eduardo 
Valenzuela, quien fuera agredido por policías municipales en 
Torreón, en fechas más recientes desgraciadamente hemos 
conocido casos similares, uno de ellos que llama la atención es el 
del reportero Sergio Hernández, de la estación de radio  “La 
Rancherita del Aire”, quien al momento en que tomaba nota del 
choque de dos patrullas de la Dirección de Seguridad Pública 
Municipal de Piedras Negras fue esposado y privado de su libertad 
por la sola razón de tomar evidencia a las unidades y los agentes 
responsables de un choque, para posteriormente ser liberado sin 
ninguna explicación, tal como fue detenido, un simple “usted 
disculpe”.

Además de este tenemos muchos casos más que a continuación 
señalaré, lo que resalta y que no podemos permitir es que la 
historia parece, esta historia parece de a poco volverse una 
costumbre, es decir, ver el trabajo de los periodistas como un 
peligro que debe de ser callado, combatido y reprimido por las 
autoridades en contravención a los  Tratados Internacionales y 
sobre todo a los derechos humanos que establece nuestra 
Constitución. 

La libertad de prensa, la libertad de informar, de dar cuenta de los 
hechos públicos es un derecho de todo periodista, como lo es el 
derecho de ejercer libremente su profesión, su quehacer y tener 
seguridad para ello, pero este, estos no pueden ser desligados de 
otro derecho fundamental y es el de la sociedad a ser informado. 

En Coahuila la Ley para la Protección de las y los Periodistas, 
establece en su Artículo 2º.-  Que se entiende por agresión el daño 
a la integridad física, psicológica, amenazas, hostigamiento o 
intimidación que por el ejercicio de su actividad y la libertad de 
expresión sufran las y los periodistas en nuestro estado,  y 
establece que deben existir medidas de protección como un 
conjunto de acciones para resguardar de manera inmediata, la 
vida, la integridad y la libertad del beneficiario, instituyendo así una 
autoridad que es la Comisión de Prevención y Protección de los 
Periodistas en el Estado.

Esta función corresponde primeramente al Gobierno del Estado, 
vigilar la aplicación y el cumplimiento de esta ley, así como 
coordinar las medidas de prevención y protección para garantizar la 
vida, la integridad y la seguridad de los periodistas, es a esta 
comisión de manera específica a quien le corresponde decretar 
estas medidas de prevención y de protección, que enumera tanto la 
ley como la Constitución. 

Sin embargo vemos que día a día esta historia se repite, podemos 
sumar lo que conocimos la semana pasada respecto, a través de 
una denuncia pública de la reportera Roxana Romero del Periódico 
Vanguardia, quien fuera intimidada al ser perseguida y denunciar 
esto como un hostigamiento o como una falta hacia la sensación y 
la percepción de una falta de seguridad hacia su persona por el 
ejercicio de su labor periodística. 

Y finalizamos esta lista con los atropellos cometidos recientemente 
contra el director del Periódico Vanguardia, quien dentro de un 
proceso judicial, que esperamos en su momento pueda explicarse 
de manera fehaciente por las autoridades, fue objeto del abuso de 
la fuerza pública. 

Las preguntas que ahora nos hacemos son:  

1.- ¿De qué manera en Coahuila se está garantizando la libertad 
de expresión y el trabajo de los periodistas, con cuáles medidas, 
con cuáles protocolos?  

La política de seguridad para los periodistas no es y no puede ser 
un mero acto correctivo, de despedir a los agentes que agreden a 
un reportero en particular, no puede basarse en la promesa de un  
no volverá a pasar, deben existir políticas públicas preventivas 
integrales y sistemas de alerta que activen la fuerza del estado a 
favor de los informadores, no en su perjuicio como parece suceder, 
pero sobre todo y tengámoslo muy claro, a favor de la sociedad 
misma y de una  sana convivencia entre todos los que la 
integramos. 

Queremos saber qué está haciendo la Comisión de Prevención y 
Protección de los Periodistas en el Estado de Coahuila.  ¿Cuáles 
son esas políticas públicas que establece la ley, y cuántas veces se 
han dictado las medidas de protección a favor de los periodistas 
coahuilenses? 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece de 
manera muy clara y tajante, que todo individuo tiene derecho a la 
libertad de opinión y de expresión, y que este derecho incluye el no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones y el de difundirlas sin limitación de 
fronteras por cualquier medio de expresión. 

Es hora de abordar este tema con seriedad y urgencia y terminar 
con elefantes blancos y promesas que no se cumplen en lo 
referente al derecho de libertad de expresión, de  información, de 
prensa y de garantía de la integridad de los trabajadores de la 
información.”

TERCERO. Como se ve, la Diputada Lariza Montiel Luis en conjunto con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional, proponen que el Pleno de esta Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, exhorte a la Comisión de los Derechos Humanos del Estado, a la Comisión de Prevención y Protección de los Periodistas de la entidad, a la Procuraduría General de Justicia, a la Comisión Estatal de Seguridad, y a las autoridades municipales de policía preventiva, a realizar las acciones necesarias para que se implementen  los  protocolos y medidas de seguridad reconocidos a fin de garantizar la seguridad personal y la libertad de los periodistas coahuilenses en su diario quehacer.


Ahora bien, esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, considera procedente efectuar el exhorto solicitado, empero ello con algunas modificaciones, como a continuación se expone:


A fin de atender la solicitud propuesta, esta Comisión considera que a las diversas dependencias e instituciones planteadas por los proponentes se les solicite información sobre los tópicos señalados, en razón de que se tiene conocimiento de que todas y cada una de ellas ya han emprendido acciones en la materia y, el exhortar a las dependencias en los términos planteados por los proponentes implicaría desconocer un trabajo y una preocupación ya manifestada por tales dependencias y por el propio Gobierno del Estado de Coahuila, respecto de este importante sector.


Es importante mencionar que la CNDH, en relación con el caso Vanguardia, ha solicitado ya al Gobierno de Coahuila –vía la Secretaría de Gobierno- la implementación de diversas medidas para garantizar la integridad personal y física del personal del diario Vanguardia, así como de sus instalaciones y equipos. 


Lo anterior, con base en la Recomendación General No. 24 “Sobre el ejercicio de la libertad de expresión en México”, aprobada por el Consejo Consultivo de dicha Comisión Nacional el pasado 8 de febrero, y dirigida a diversas autoridades nacionales y de las entidades federativas, y en la que se establece la necesidad de que todas y cada una de las agresiones cometidas contra periodistas y medios de comunicación sean investigadas y sancionadas. 


Al respecto, se estima adecuado solicitar tanto a la CNDH como al Gobierno del Estado, su Secretaría de Gobierno y a la CDHEC las medidas implementadas, así como las investigaciones en curso y su estatus relacionadas con periodistas.

Es de destacar que, el proceder de las autoridades estatales no ha sido omiso sobre el particular. 

Actualmente se encuentran en trámite diversas investigaciones por parte de la CDHEC en la temática, así como por parte de la Fiscalía General del Estado; al respecto, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Coahuila (CDHEC) ha determinado la adopción de medidas cautelares en favor de quienes laboran en el diario vanguardia, para ello, ha solicitado a la Comisión Estatal de Seguridad y a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila la adopción de diversas medidas.

A la par, es de destacar el compromiso asumido por el Gobierno del Estado al haber firmado desde el año 2012 un convenio de cooperación con la Junta de Gobierno del Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, siendo ello muestra clara del compromiso estatal sobre la materia. 

Consecuentemente, y toda vez que se advierte y se demuestra ya un empeño y posición pro-activa, se estima adecuado solicitar al Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas,  información relativa a los trabajos emprendidos en cooperación con el Gobierno del Estado de Coahuila, para prevenir, promover, respetar y garantizar los derechos humanos de los periodistas en el Estado. 

Cabe precisar que, sobre el caso particular del periódico Vanguardia, el “Mecanismo” –obrando de oficio- tiene conocimiento ya de los eventos y emprende acciones para garantizar la integridad física y psíquica de los periodistas.    

De igual manera, se estima oportuno solicitar información a la CDHEC y a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, a fin de remitir información que permitan saber el Estado actual en el que se encuentran las investigaciones y las medidas emprendidas.

CUARTO. Por tanto, en base a lo expuesto en los anteriores considerandos, esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, considera en los términos ya planteados, realizar el exhorto solicitado por Lariza Montiel Luis en conjunto con los diputados del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional.


En congruencia con lo expuesto en los considerandos que preceden, se concretan los siguientes:

PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. Esta Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, considera en los términos ya planteados, realizar el exhorto solicitado por Lariza Montiel Luis en conjunto con los diputados del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional.

SEGUNDO.
Se solicita información a la Comisión de los Derechos Humanos del Estado, a la Comisión de Prevención y Protección de los Periodistas de la entidad, a la Procuraduría General de Justicia, a la Comisión Estatal de Seguridad, y a las autoridades municipales de policía preventiva, sobre los tópicos señalados en este dictamen, respectivamente. 

TERCERO. Se solicita al Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas,  información relativa a los trabajos emprendidos en cooperación con el Gobierno del Estado de Coahuila, para prevenir, promover, respetar y garantizar los derechos humanos de los periodistas en el Estado. 
CUARTO. Se solicita información a la CDHEC y a la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, que permitan conocer el Estado actual en el que se encuentran las investigaciones señaladas en este dictamen y las medidas emprendidas sobre las mismas.

Así lo determinaron y firman las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

Dip. Georgina Cano Torralva. (Coordinadora). Dip. Claudia Elisa Morales. (Secretaria). Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. Dip. Francisco Tobias Hernández. Dip. Jesús de León Tello.

En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a ___ de junio de 2016.

Comisión de la Defensa de los Derechos Humanos
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� Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),  “Hogares” 2015, http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/hogares.aspx?tema=P





